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IMPUESTO AL TIEMPO

EL COSTO INVISIBLE DE LA
BUROCRACIA EN LA ARGENTINA



Introducción

Hay un impuesto que ningún argentino ve jamás en un recibo y que,
sin embargo, paga todos los días. 
No tiene alícuota publicada, no llega con una boleta a su casa, no lo
votó ninguna legislatura. No se cobra en pesos: se cobra en horas. 

Es el tiempo que las personas y las empresas pierden lidiando con
el Estado.

Lo llamamos impuesto al tiempo. Son las horas en una cola, los días
esperando una habilitación, las semanas detrás de un trámite que
podría resolverse en minutos. 

Durante mucho tiempo lo tratamos como una molestia inevitable,
parte del folklore de tratar con la administración pública. Un estudio
reciente del Banco Mundial permite, por fin, ponerle un número a lo
que ese tiempo le cuesta al país. Y el número es enorme.

El trabajo de los economistas Nazım Tamkoç y Gustavo Ventura,
publicado por el Banco Mundial en 2024 se hizo una pregunta
simple: ¿cuánto tiempo de quienes dirigen una empresa se va en
cumplir con regulaciones del Estado, en lugar de producir, vender o
innovar? La respuesta surge de encuestas a más de cuarenta mil
empresas en 42 países.

El patrón es contundente: cuanto más pobre es un país, más tiempo
de su gente capaz se consume en burocracia. 

En Dinamarca, los que dirigen una empresa dedican entre el 6 y el 7
por ciento de su tiempo a tratar con el Estado. En la Argentina, la
cifra trepa al 21,6 por ciento. Más del triple.

CADA       HORAS



Dicho de otro modo: en una empresa argentina, más de una de cada
cinco horas de quien la conduce no se usa para hacerla crecer, sino
para sobrevivir al papeleo. Es tiempo que no inventa un producto,
no abre un mercado, no contrata a nadie. Es tiempo que se gasta,
simplemente, en cumplir con los requisitos burocráticos estatales.

El daño no se queda en la empresa que pierde la mañana. Se derrama
sobre toda la economía. Cuando el tiempo de los que dirigen se vuelve
caro, las empresas se achican, dejan de crecer y la producción se reparte
entre firmas más chicas y menos eficientes. Sobran cuadros dedicados a
cumplir y faltan manos dedicadas a producir.

Las simulaciones del estudio ponen cifras a ese deterioro. Llevar la carga
burocrática desde los niveles de un país eficiente hasta los niveles
argentinos reduce el producto de una economía en torno a un tercio. El
estudio no atribuye toda la distancia entre la Argentina y los países ricos
a la burocracia, pero sí muestra que el impuesto al tiempo es una de sus
causas principales.

Cuando la burocracia achica la economía



Leído al revés, ese número es una oportunidad. Si la Argentina redujera
su impuesto al tiempo a niveles daneses, su producto podría crecer
alrededor de un 50 por ciento en el largo plazo. Sin crear un solo
impuesto nuevo. Sin un peso de gasto público adicional. Sin subsidios.
Solamente dejando de hacer perder el tiempo.

El que menos tiene es el que más paga

Acá aparece la cara más injusta del problema: las empresas chicas lo
pagan igual que las grandes. O peor.

El estudio mide el impuesto al tiempo sobre empresas que ya tienen una
estructura. Pero la parte más dura ocurre más abajo, donde el modelo
casi no llega: en la panadería del barrio, el kiosco, el taller de una sola
persona. Ahí el impuesto al tiempo no se reparte: cae entero sobre una
sola espalda.

En una empresa grande, el dueño que pierde una mañana en la
municipalidad tiene una organización detrás que sigue funcionando sin
él. En la panadería, el dueño es al mismo tiempo gerente, panadero y
cajero. Cuando baja la persiana para ir a hacer un trámite, la producción
no se ralentiza: se detiene por completo. No hay a quién delegarle el
horno.



Por eso el impuesto al tiempo es profundamente regresivo. Lo que
cambia entre una empresa grande y una chica no es tanto el porcentaje
de horas perdidas, sino cuánto valía cada una de esas horas. En la
grande, la hora del que dirige está amortiguada por el resto de la
estructura. En la chica, esa hora era, literalmente, toda la producción del
día. El que menos tiene termina pagando la tasa más alta, porque es el
único que no puede contratar a un gestor para que haga la cola por él.

Y cuando cumplir cuesta más que lo que rinde, la salida deja de ser
crecer y pasa a esconderse. Buena parte de lo que el Estado llama
"informalidad" es, en el fondo, gente que hizo la cuenta y descubrió que
formalizarse no le conviene. El problema no nació en la mala voluntad del
que produce. Nació en el precio que el Estado le puso a hacer las cosas
bien.

El impuesto que no recauda nada

Hay algo que distingue al impuesto al tiempo de todos los demás. Y es lo
que lo vuelve el peor de todos.

Cuando el Estado cobra un impuesto en pesos, ese dinero no
desaparece: cambia de manos. Sale del bolsillo del contribuyente y entra
a la caja del Estado, que después lo gasta en algo. Una ruta, un sueldo,
una transferencia. Se puede discutir si ese gasto es bueno o malo,
eficiente o despilfarrador. Pero hay una contraprestación, hay alguien del
otro lado que recibe el recurso y hay, al menos en teoría, una rendición
de cuentas posible. Un impuesto en pesos, por más distorsivo que sea, es
una transferencia.

El impuesto al tiempo no funciona así. La mañana que la panadera o el
contador de una Pyme pierde en una ventanilla no la recibe nadie.
Ningún funcionario puede decir "con el tiempo que te saqué hice tal
cosa", porque ese tiempo no fue a ningún lado. Se evaporó. Era
producción posible y dejó de existir.

Esa es la diferencia decisiva. Un impuesto malo, al menos, financia algo.
El impuesto al tiempo es destrucción pura: sin caja, sin destino y sin
responsable. Es el único impuesto que empobrece al que lo paga sin
enriquecer a nadie.



Buenos Aires: el peor lugar para perder el tiempo.

Si el diagnóstico vale para todo el país, en la Provincia de Buenos Aires
se agrava. Acá el que produce no enfrenta una sola burocracia, sino tres
superpuestas: la nacional, la provincial y la municipal, que rara vez se
coordinan y muchas veces se contradicen.

La Provincia concentra su recaudación en impuestos distorsivos
(ingresos brutos 75 % de los ingresos tributarios, sellos 10%), pero tiene
asimismo una compleja red de requisitos burocráticos respecto de la
actividad económica, trámites y tasas que deben hacer o pagar quienes
producen en el agro, o largas y discrecionales aprobaciones en los
organismos de agua o ambiental. 

A nivel municipal proliferan complicados requisitos de habilitación,
libretas sanitarias, y tasas sin justificación (pesos y medidas, publicidad,
etc) o que se cobran sobre la facturación y se pisan entre sí. Cada uno de
esos tributos tiene su propio trámite, su propio vencimiento y su propia
forma de liquidarse. Y cada cambio de regla obliga a empezar de nuevo.
Esa maraña no es solo cara en pesos: es carísima en horas. Es, en los
hechos, la máquina que fabrica el impuesto al tiempo bonaerense.

El resultado es conocido: Buenos Aires aparece
sistemáticamente como una de las jurisdicciones

más difíciles del país para producir. 

El impuesto al tiempo es una parte central de esa dificultad, y la más
invisible de todas.



La buena noticia es que, a diferencia de casi cualquier otra política de
crecimiento, desarmar este impuesto no cuesta plata. No hace falta más
gasto, sino menos Estado entrometido en lo que no agrega valor. Cinco
medidas concretas alcanzan para empezar:

Medir antes de simplificar. No se puede reducir lo que no se midió:
hace falta un inventario de todos los trámites que conviven entre
Nación, Provincia y municipios, con su costo real en días y en pesos.

Silencio administrativo positivo. Si el Estado no responde en un plazo
fijo, el permiso se da por otorgado. Pasa a ser el Estado el que tiene
que actuar para frenar, y no el ciudadano el que tiene que insistir para
avanzar.

Ventanilla única. Que el ciudadano cargue sus datos una sola vez y
que los organismos se hablen entre sí, en lugar de pedir tres veces lo
mismo en tres mostradores distintos.

Confianza y control posterior. Presumir la buena fe, habilitar rápido y
fiscalizar después, en vez de tratar a todos como sospechosos por
adelantado.

Una norma menos por cada norma nueva. Para frenar el crecimiento
automático de un sistema que, si no, solo se acumula.

Ninguna de estas medidas pide subir impuestos. Todas piden lo
contrario: que el Estado haga menos de lo que estorba, para que la gente
pueda hacer más de lo que produce.

Menos trámite, más desarrollo

Durante años discutimos cuánto cobra el Estado y en qué gasta. Casi
nunca discutimos cuánto tiempo nos hace perder. Y sin embargo, ese
tiempo perdido explica una parte enorme de por qué la Argentina
produce mucho menos de lo que podría.

El impuesto al tiempo es invisible, regresivo y puramente destructivo. No
recauda nada, y por eso mismo nadie lo defiende en voz alta: no tiene
beneficiarios, solo víctimas. Reducirlo es, probablemente, la reforma a
favor del crecimiento más importante y más barata que tenemos por
delante.

Que se puede hacer



Porque la burocracia no es el costo de tener Estado. Es el costo de tener
un Estado que desconfía de su gente.

Desde Fundación Labor creemos que ese debate tiene que estar en el
centro de la agenda. Medir es el primer paso. Simplificar es el desafío de
fondo. 

Crecer es el resultado posible.

Fuente: Tamkoç, M. N. y Ventura, G. (2024), “Rules and Regulations, Managerial Time and
Economic Development”, Banco Mundial, Policy Research Working Paper N.º 10761,
sobre datos de las Encuestas de Empresas del Banco Mundial.
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